	[image: image1.png]




	[image: image2.png]IX LEGISLATURA



ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 4 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone ampliar la obligación de denunciar la comisión de un hecho de tortura a todo servidor público que tenga conocimiento de ello y no solo a aquellos pertenecientes a una institución de seguridad pública o de procuración o impartición de justicia.

Planteada por la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 31 de Mayo de 2016.

Turnada a la Comisión de Seguridad Pública.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el artículo 4 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La tortura, como práctica sistemática y generalizada, constituye un crimen contra la humanidad que vulnera las más esenciales prerrogativas de las víctimas al desconocer su personalidad y despreciar la dignidad intrínseca de todo ser humano.

Por ello, en los instrumentos internacionales se contiene la prohibición expresa y absoluta de la tortura, en la que no se encuentra justificación de la realización de esta aberrante práctica bajo ninguna circunstancia. Asimismo, esta prohibición forma parte del derecho internacional consuetudinario, lo que significa que es vinculante para todos los miembros de la comunidad internacional, aun si un Estado no ha ratificado los tratados internacionales en los que se prohíbe explícitamente la tortura. 
Esa proscripción que se encuentra en términos generales en instrumentos internacionales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, o bien la Convención Americana de Derechos Humanos, ha sido acogida de forma específica en instrumentos especializados como la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes
, y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura
, que no solo la prohíben, sino que la definen y establecen obligaciones concretas a cargo de los Estados parte de las mismas, como es el caso de México.
Al respecto, el artículo primero de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (con mínimas diferencias en relación a la definición ofrecida por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura
), señala que por el término "tortura" se entiende: “todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia…”.
Ambos instrumentos, así como los órganos de tratado que derivan de estos, como el Comité contra la Tortura y el Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, o bien los relatores especiales que existen en ambos sistemas, han reiterado la obligación a cargo de los Estados parte de realizar las acciones y medidas legislativas, administrativas, judiciales, o de otra índole, eficaces para prevenir y a sancionar la práctica de la tortura.
Si bien lo que se pretende es erradicar la práctica de la tortura, para lo que es indispensable el funcionamiento eficaz de las políticas prevención, también cierto es que la impunidad es quizás el mayor aliciente para la perpetuación de la comisión de delitos y violaciones graves a derechos humanos.

En ese sentido, si las investigaciones iniciadas con motivo de la comisión de delitos o violaciones graves a derechos humanos no concluyen con la sanción de los responsables y la reparación integral del daño de las víctimas, y en términos generales con esclarecimiento de la verdad, nunca se contará con los elementos indispensables para la disuasión de la realización de estas prácticas.  
En tal virtud, si la práctica de la tortura es generalmente un acto de realización oculta, en el que gran parte de la información para el esclarecimiento de los hechos se encuentra en poder de las propias autoridades, bien por haber presenciado el hecho o tener conocimiento del mismo, resulta necesario que existan mecanismos que permitan y obliguen a éstas a denunciar su comisión.

Esto es así porque, además de existir la obligación por parte de las autoridades de no tolerar la práctica de cualquier acto u omisión que vulnere los derechos humanos, en el caso particular de la tortura, las víctimas ordinariamente se encuentran imposibilitadas para hacer la denuncia de la misma, por lo que al tener conocimiento cualquier autoridad de la comisión de esta conducta, debe denunciarlo a las autoridades competentes. 
Es por ello, que en la legislación doméstica, y en específico en el artículo 4 de la Ley  para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Coahuila de Zaragoza, se dispone que el servidor público perteneciente a una institución de seguridad pública o de procuración o impartición de justicia, que tenga conocimiento de un hecho de tortura, está obligado a denunciarlo de inmediato.

Asimismo, para el caso que no lo hiciere, el referido numeral establece una pena de dos a seis años de prisión y de treinta a trescientos días multa, así como destitución del cargo e inhabilitación para desempeñar cualquier otro en el servicio público, por un término igual al de la pena privativa de libertad.
Como se puede apreciar, la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece un mecanismo que obliga a las y los servidores públicos que tengan conocimiento de un hecho de tortura a denunciarlo; sin embargo, esta obligación se limita solo  a los pertenecientes a una institución de seguridad pública o de procuración o impartición de justicia; empero, en la práctica existen otros servidores públicos que pueden advertir la comisión del hecho como pueden ser los médicos dictaminadores adscritos a las secretarías de los ayuntamientos, o el personal adscrito las diferentes instituciones que prestan servicios de salud, que al entrevistar, revisar y atender a una persona, puedan advertir la posibilidad de la comisión del delito de tortura.

En consecuencia, se considera que se garantizaría una protección más amplia para las víctimas, si esa obligación no se limitara solo al personal perteneciente a una institución de seguridad pública o de procuración o impartición de justicia, sino que se hiciera extensivo a cualquier servidor público que pueda tener conocimiento o bien advertir la comisión del delito de tortura, pues se ampliaría el espectro de sujetos obligados a denunciar este hecho.
En mérito de lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 4 para quedar como sigue:
Artículo 4. La servidora o servidor público que tenga conocimiento o advierta la posible comisión de un hecho de tortura, tiene la obligación de denunciarlo de inmediato; si no lo hiciere, se le impondrán de dos a seis años de prisión y de treinta a trescientos días multa, así como destitución del cargo e inhabilitación para desempeñar cualquier otro en el servicio público, por un término igual al de la pena privativa de libertad.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 31 DE MAYO DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 4 DE LA LEY PARA PREVENIR Y SANCIONAR LA TORTURA EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� La Convención fue adoptada y abierta a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en su resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984 y entró en vigor el 26 de junio de 1987, de conformidad con el artículo 27. Disponible en línea en: http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CAT.aspx


� Esta Convención del sistema interamericano fue adoptada en: Cartagena de Indias, Colombia, el  9 de diciembre de 1985 por la Asamblea General, en el marco del Decimoquinto Periodo Ordinario de Sesiones y entró en vigor el 28 de febrero de 1987, conforme al artículo 22 de la convención. Disponible en línea en: http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-51.html


� La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, dispone en su artículo 2 que, para los efectos de esa Convención, se entenderá por tortura todo acto realizado intencionalmente por el cual se inflijan a una persona penas o sufrimientos físicos o mentales, con fines de investigación criminal, como medio intimidatorio, como castigo personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro fin. Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de métodos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.
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